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Real Decreto-ley 15/2020, de 21 de abril, de medidas 

urgentes complementarias para apoyar la economía y el 
empleo. 

 

Situación legal de desempleo por extinción de la relación laboral en el 
periodo de prueba producida durante la vigencia del estado de alarma.  

La extinción de la relación laboral durante el periodo de prueba a instancia 
de la empresa, producida a partir del día 9 de marzo de 2020, tendrá́ la 
consideración de situación legal de desempleo con independencia de la 
causa por la que se hubiera extinguido la relación laboral anterior.  

Asimismo, se encontrarán en situación legal de desempleo y en situación 
asimilada al alta, las personas trabajadoras que hubieran resuelto 
voluntariamente su ultima relación laboral a partir del día 1 de marzo de 
2020, por tener un compromiso firme de suscripción de un contrato laboral 
por parte de otra empresa, si esta hubiera desistido del mismo como 
consecuencia de la crisis derivada del COVID-19. La situación legal de 
desempleo se acreditará mediante comunicación escrita por parte de la 
empresa a la persona trabajadora desistiendo de la suscripción del contrato 
laboral comprometido como consecuencia de la crisis derivada del COVID 
19.  

Fijos discontinuos. El apartado 6 del articulo 25 queda redactado del 
siguiente modo:  

6. La aplicación de las medidas extraordinarias en materia de protección 
por desempleo a las trabajadoras y los trabajadores fijos-discontinuos y a 
los que realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten en fechas ciertas, 
se realizará en los siguientes términos:  

a) En el supuesto de que la empresa en la que prestan servicios haya 
adoptado la decisión de suspender el contrato o reducir la jornada como 
resultado de los procedimientos regulados en los artículos 22 y 23 del Real 
Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, las personas trabajadoras afectadas 
podrán beneficiarse de las medidas establecidas en el apartado 1 de este 
articulo.  

Los trabajadores fijos discontinuos y aquellos que realizan trabajos fijos y 
periódicos que se repitan en fechas ciertas, que se encuentren en periodo 
de inactividad productiva, y por ende, a la espera de la llegada de la fecha 
en la que procedería su llamamiento y reincorporación efectiva de no mediar 
la crisis del COVID-19, podrán beneficiarse también de las medidas 
dispuestas en el apartado 1 de este articulo.  

b) Las personas trabajadoras que, sin estar en la situación del apartado 
anterior, vean interrumpida su prestación de servicios como consecuencia 
del impacto del COVID-19 durante periodos que, en caso de no haber 
concurrido dicha circunstancia extraordinaria, hubieran sido de actividad, y 
como consecuencia de ello pasen a ser beneficiarios de la prestación por 
desempleo, podrán volver a percibirla, con un limite máximo de 90 días, 
cuando vuelvan a encontrarse en situación legal de desempleo. Para 
determinar el periodo que, de no haber concurrido esta circunstancia, 
hubiera sido de actividad laboral, se estará́ al efectivamente trabajado por 
la persona trabajadora durante el año natural anterior en base al mismo 
contrato de trabajo. En caso de ser el primer año, se estará́ a los periodos 
de actividad de otras personas trabajadoras comparables en la empresa. 
Esta medida se aplicará al mismo derecho consumido, y se reconocerá́ de 
oficio por la entidad gestora cuando el interesado solicite su reanudación.  

c) Las personas trabajadoras que acrediten que, como consecuencia del 
impacto del COVID-19, no han podido reincorporarse a su actividad en la 
fecha que estaba prevista y fueran beneficiarios de prestaciones en aquel  
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momento, no verán suspendido el derecho a la prestación o al 
subsidio que vinieran percibiendo.  

Si en la fecha en la que hubieran debido reincorporarse a la actividad no 
estuviesen percibiendo prestaciones por desempleo por haberlas agotado, 
pero acreditasen el periodo cotizado necesario para obtener una nueva 
prestación contributiva, la certificación empresarial de la imposibilidad de 
reincorporación constituirá́ situación legal de desempleo para el 
reconocimiento del derecho a dicha prestación.  

A las personas trabajadoras a las que se refiere este párrafo les será́ de 
aplicación la reposición del derecho a la prestación prevista en la letra b) de 
este apartado.  

d) Los trabajadores que hayan visto interrumpida su actividad y los que no 
hubieran podido reincorporarse a la misma como consecuencia del COVID-
19 y careciesen del periodo de ocupación cotizado necesario para obtener 
la prestación por desempleo, tendrán derecho a una nueva prestación 
contributiva, que podrá́ percibirse hasta la fecha en que tenga lugar la 
incorporación a su puesto de trabajo, con un limite máximo de 90 días. La 
cuantía mensual de la nueva prestación será́ igual a la de la ultima 
mensualidad de la prestación contributiva percibida, o, en su caso, a la 
cuantía mínima de la prestación contributiva. El mismo derecho tendrán 
quienes durante la situación de crisis derivada del COVID-19 agoten sus 
prestaciones por desempleo antes de la fecha en que tenga lugar la 
incorporación a su puesto de trabajo y carezcan de cotizaciones suficientes 
para el reconocimiento de un nuevo derecho, en cuyo caso, la certificación 
empresarial de imposibilidad de reincorporación constituirá́ nueva situación 
legal de desempleo. En este supuesto, no les resultará de aplicación lo 
previsto en la letra b) de este apartado cuando acrediten una nueva 
situación legal de desempleo. 

 

 

ERTE fuerza mayor (artículo 22 RDL 8/2020)  

Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su 
causa directa en perdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, 
incluida la declaración el estado de alarma, que impliquen suspensión o 
cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia publica, 
restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad de las 
personas y/o las mercancías, falta de suministros que impidan gravemente 
continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en situaciones 
urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción 
de medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, 
que queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de 
provenientes de una situación de fuerza mayor, con las consecuencias que 
se derivan del articulo 47 del texto refundido de la Ley del Estatuto de los 
Trabajadores, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de 
octubre.  

En relación con las actividades que deban mantenerse de acuerdo con la 
declaración del estado de alarma, otras normas de rango legal o las 
disposiciones dictadas por las autoridades delegadas en virtud de lo 
previsto en el articulo 4 del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, se 
entenderá́ que concurre la fuerza mayor descrita en el párrafo anterior 
respecto de las suspensiones de contratos y reducciones de jornada 
aplicables a la parte de actividad no afectada por las citadas condiciones de 
mantenimiento de la actividad  

Suspensión de plazos en el ámbito de actuación de la Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social.  

1. El periodo de vigencia del estado de alarma declarado por el Real Decreto 
463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para 
la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, 
así ́como sus posibles prorrogas, no computará a efectos de los plazos de 
duración de las actuaciones comprobatorias de la Inspección de Trabajo y 
Seguridad Social. Asimismo, no computará tal periodo en la duración de los 
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plazos fijados por los funcionarios del Sistema de Inspección de 
Trabajo y Seguridad Social para el cumplimiento de cualesquiera 
requerimientos.  

Se exceptúan de lo establecido en el párrafo anterior aquellas actuaciones 
comprobatorias y aquellos requerimientos y ordenes de paralización 
derivados de situaciones estrechamente vinculadas a los hechos  

justificativos del estado de alarma, o aquellas que por su gravedad o 
urgencia resulten indispensables para la protección del interés general, en 
cuyo caso se motivará debidamente, dando traslado de tal motivación al 
interesado.  

2. Durante el periodo de vigencia del estado de alarma, declarado por el 
Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo y sus posibles prorrogas, quedan 
suspendidos los plazos de prescripción de las acciones para exigir 
responsabilidades en lo que se refiere al cumplimiento de la normativa de 
orden social y de Seguridad Social.  

3. Todos los plazos relativos a los procedimientos regulados en el 
Reglamento general sobre procedimientos para la imposición de sanciones 
por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatarios de 
cuotas de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto 928/1998, de 14 
de mayo, están afectados por la suspensión de plazos administrativos 
prevista en la disposición adicional tercera del Real Decreto 463/2020, de 
14 de marzo.  

Carácter preferente del trabajo a distancia (teletrabajo) y derechos de 
adopción del horario y reducción de jornada) Artículo 5 y 6 RDL 8/2020  

Se prorroga 2 meses desde el mes siguiente a la finalización del 
estado de alerta sanitaria.  

 

 

Entrada en vigor y vigencia 

Al día siguiente de su publicación en el BOE. 


